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La incertidumbre es consustancial a la vida democrática y característica insustituible de una elección del mismo corte. Lo completamente anormal fue lo que padecimos los mexicanos durante siete décadas: candidatos presidenciales del Partido Revolucionario Institucional que desde el momento en que eran destapados su destino estaba claro, determinado por el dedo supremo: ocupar la titularidad del Ejecutivo federal.

Mas los días de incertidumbre y confusión políticas que padecemos desde la noche del 2 de julio tienen más que ver con la incompetencia del Consejo General del Instituto Federal Electoral, presidido por Luis Carlos Ugalde, quien se declaró imposibilitado de dar a conocer cifras del Programa de Resultados Electorales Preliminares en el plazo que él mismo fijó, declinó establecer uno para horas más tarde y remitió a la ciudadanía a una fecha que seguramente se ampliará.

Pero el hecho más sobresaliente es la ejemplar y copiosa afluencia de la ciudadanía a las urnas, calculada en 60 por ciento, e igualmente que vivimos una jornada política sin precedente por su naturaleza competitiva.

La competencia política es signo de los nuevos y caros tiempos democráticos forjados por varias generaciones de mexicanos, la actual ciudadanía, los partidos y la sociedad civil. Paradójicamente la incompetencia del IFE pretende justificarse con aquella virtud democrática.

Incompetencia puesta de relieve con la abulia del árbitro ante el encono y la preeminencia de la propaganda negra o de contraste durante meses completos, hasta que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación le enmendó la plana y el IFE se vio precisado a virar sólo temporalmente. Vamos: el segundo ni siquiera fue capaz de establecer un categórico alto al Consejo Coordinador Empresarial, presidido por José Luis Barraza González, en su prepotente campaña televisiva y radiofónica a favor del modelo económico en vigor y del candidato que mejor lo representa.

Además, el que hoy vivimos fue un escenario previsto por varios académicos y periodistas, pese a ser sólo uno de los peores. Y ahora resulta más que evidente que a pesar del gasto de 11 mil 892.1 millones de pesos que erogó la nación para estas elecciones, de los cuales 6 mil 842.9 millones de pesos corresponden a gastos de operación, es decir: a mantener un costosísimo aparato arbitral y judicial, aún no podemos saber quién será el próximo presidente de México.

Las documentadas y también las apasionadas denuncias sobre notables insuficiencias y reiteradas conductas de parcialidad del árbitro electoral fueron rechazadas y colocadas por la mediocracia, destacadamente Televisa y Tv Azteca, en la tesitura de los preparativos para descalificar los resultados electorales si la votación no favorecía a Andrés Manuel López Obrador.

Simplemente el padrón electoral registra 71 millones 350 mil 976 ciudadanos con credencial. Mientras que el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática estimó en el último censo en 10 millones menos el número de mexicanos mayores de 18 años. Es decir: el instrumento clave de la elección no se corresponde en lo más mínimo con la realidad ciudadana.

Tampoco se pueden omitir los orígenes excluyentes y ajenos a la transparencia de la elección de los consejeros ciudadanos por los diputados de los partidos Acción Nacional y Revolucionario Institucional, los vínculos de padrinazgo de Felipe del Sagrado Corazón de Jesús Calderón Hinojosa con la primera esposa del doctor Ugalde y la relación mercantil y computacional triangulada del Cuñado incómodo con el IFE.

El alto respaldo ciudadano, en términos de credibilidad, a la institución arbitral no debiera conducir a la contemporización, como lamentablemente ha sucedido, e ignorar las severas insuficiencias y errores que ahora adquieren caracteres mayúsculos y que condujeron a la República a tener dos candidatos presidenciales que se proclaman ganadores y otro que hace esfuerzos fallidos para dar manotazos.

López Obrador y Calderón Hinojosa prácticamente rebasaron a la autoridad electoral e incluso, por esa vía, la sometieron a cuestionamiento.

Estamos ante la perspectiva de un veredicto difícilmente aceptable por las dos grandes fuerzas políticas emergentes en esta elección, y un PRI en un lejano tercer lugar.

No debiera descartarse, por lo anterior, el escenario de que el nombre del próximo presidente de los todos los mexicanos lo determine la máxima autoridad judicial.

Como fuere, la difícil y riesgosa coyuntura creada, obliga a que todos los actores políticos, empezando por el presidente Vicente Fox Quesada, los agentes económicos y financieros, los poderes institucionales y los fácticos, actúen con madurez política, responsabilidad republicana y estricto apego a la legislación electoral y a nuestra ley de leyes.
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